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Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

Tema:
DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. Implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.
De acuerdo con el relato fáctico, la petición que se reclama desatendida fue presentada el día 12 de junio de 2017 ante el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, entidad que dio traslado al Ministerio de Salud y Protección Social, según le fue informando a la actora el día 30 de igual mes y año.

De acuerdo con lo expuesto en la presente acción por dicho Ministerio, es evidente que a la fecha no ha decidido de fondo la solicitud de la señora Valbuena de Guzmán y tal omisión tiene justificación en la supresión de la dependencia encargadas de expedir los certificados requeridos –Resolución No 0002888 de 10 de agosto de 2017-, y la creación de dos grupos al interior de esa cartera para la Administración de Entidades Liquidadas.

También se extrae de la respuesta dada a la tutela que el caso de la actora no ha sido asignado a alguno de estos dos grupos, a pesar de estarse adelantado las gestiones administrativas para atenderlo y que por esa razón solicita la entidad un término adicional de 15 días.

Aunque resulta válida la justificación de la entidad accionada, observa la Sala que la petición de la tutelante le fue remitida por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS y recibida en esa entidad el 5 de julio de 2017, lo que indica que han trascurrido casi 3 meses desde aquélla data, término dentro del cual aconteció la situación administrativa narrada por el Ministerio accionado.

En consideración con lo expuesto se percibe la vulneración del derecho de petición de la actora y por esa razón se tutelará; no obstante, atendiendo las situaciones administrativas derivadas de la expedición de la Resolución No 0002888 de 10 de agosto de 2017, expedida por el Ministerio de Salud, se concederá al Coordinador del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud, doctor Carlos Arturo Gómez Agudelo, el término de quince (15) días hábiles para que de respuesta definitiva y de fondo a la solicitud elevada por Clara Inés Valbuena de Guzmán, la cual le fue trasladada por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, el día 5 de julio de 2017.
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SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de septiembre de dos mil diecisiete

Acta N°____de 28 de septiembre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela iniciada por el señor CLARA INES VALBUENA DE GUZMÁN contra el MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL y el PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES EN LIQUIDACIÓN –PAR ISS-.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la demandante que desde el día 12 de junio de 2017 remitió comunicación al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, con el fin de que fueran expedido los certificados Tipo 1, 2 y 3, del periodo comprendido entre el año 1965 y 1983, cuando prestó sus servicios como Auxiliar de Servicios Asistenciales Clínica San Pedro Claver UPI 03, así mismo que certificara el tipo de vinculación con ésta entidad.

Mediante oficio de 30 de junio de 2017, el destinatario de la misiva informó que dio traslado de la petición al Ministerio de Salud y Protección Social por ser de su competencia, sin que a la fecha esa Cartera se haya pronunciado de fondo respecto a su solicitud, omisión que considera vulneratoria del derecho a la igualdad, por lo que reclama su protección a través de este mecanismo excepcional, así como una inmediata respuesta de la institución a su solicitud.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se corrió traslado a las accionadas por el término de dos (2) días, con el fin de que se vinculara a la litis.
El Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, indicó que se encuentra administrado por la Sociedad Fiduagraria de Desarrollo Agropecuario –Fiduagraria S.A. y que ésta Fiduciaria no tiene a su cargo la continuidad del proceso liquidatorio del extinto ISS, ni fungen como sucesores procesales, pues sólo tiene la función de ser administradora y vocera.

Que en virtud de lo anterior, la competencia para atender la petición de la actora se encuentra en cabeza del Ministerio de Salud y Protección Social, entidad a la que fue remitida mediante comunicación de fecha 27 de junio de 2017, por lo que estima que debe declararse el hecho superado.
El Ministerio accionado informó a su turno, luego de hacer un recuento normativo y procesal relacionado con la liquidación del Instituto de Seguros Sociales, que mediante comunicación de fecha 20 de septiembre de 2017 dio respuesta a la petición de la accionante informándole que debían tomar un plazo adicional de 15 días para atender su solicitud, dada la supresión del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica de esa Cartera y la creación de dos grupos internos de trabajo denominados Grupo de Administración de Entidades Liquidadas, a los cuales debe ser asignado su caso.
Solicita por tanto que se rechace la acción, dado que considera que la petición de la actora ya fue atendida.  Igualmente reclama, que de no ser atendida ésta pretensión, se le conceda un término de 15 días para resolver de fondo los requerimientos de Valbuena de Guzmán.

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO
¿La falta de respuesta por parte de la accionada a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos planteados, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

(…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2. CASO CONCRETO

De acuerdo con el relato fáctico, la petición que se reclama desatendida fue presentada el día 12 de junio de 2017 ante el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, entidad que dio traslado al Ministerio de Salud y Protección Social, según le fue informando a la actora el día 30 de igual mes y año.

De acuerdo con lo expuesto en la presente acción por dicho Ministerio, es evidente que a la fecha no ha decidido de fondo la solicitud de la señora Valbuena de Guzmán y tal omisión tiene justificación en la supresión de la dependencia encargadas de expedir los certificados requeridos –Resolución No 0002888 de 10 de agosto de 2017-, y la creación de dos grupos al interior de esa cartera para la Administración de Entidades Liquidadas.

También se extrae de la respuesta dada a la tutela que el caso de la actora no ha sido asignado a alguno de estos dos grupos, a pesar de estarse adelantado las gestiones administrativas para atenderlo y que por esa razón solicita la entidad un término adicional de 15 días.

Aunque resulta válida la justificación de la entidad accionada, observa la Sala que la petición de la tutelante le fue remitida por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS y recibida en esa entidad el 5 de julio de 2017, lo que indica que han trascurrido casi 3 meses desde aquélla data, término dentro del cual aconteció la situación administrativa narrada por el Ministerio accionado.

En consideración con lo expuesto se percibe la vulneración del derecho de petición de la actora y por esa razón se tutelará; no obstante, atendiendo las situaciones administrativas derivadas de la expedición de la Resolución No 0002888 de 10 de agosto de 2017, expedida por el Ministerio de Salud, se concederá al Coordinador del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud, doctor Carlos Arturo Gómez Agudelo, el término de quince (15) días hábiles para que de respuesta definitiva y de fondo a la solicitud elevada por Clara Inés Valbuena de Guzmán, la cual le fue trasladada por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, el día 5 de julio de 2017.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: AMPARAR el derecho de petición del cual es titular la señora CLARA INÉS VALBUENA DE GUZMÁN.
SEGUNDO: ORDENAR al Ministerio de Salud, a través de Coordinador del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica, doctor Carlos Arturo Gómez Agudelo que, en el término de quince (15) días hábiles, proceda a dar respuesta definitiva y de fondo a la solicitud elevada por Clara Inés Valbuena de Guzmán, la cual le fue trasladada por el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PAR ISS-, el día 5 de julio de 2017.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes, la presente decisión, por el medio más expedito.
CUARTO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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